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El Juzgado promiscuo municipal de San Antonio del Tequendama – Cundinamarca 

con auto adiado el 23 de julio de 2020, se declaró incompetente atendiendo lo dispuesto 

por la Corte Suprema de Justicia sala de Casación Civil en auto AC140-2020 del 24 de 

enero de los corrientes1, apartándose del proceso “en razón al factor subjetivo por la calidad 

de la sociedad demandante”. 

 

Escrutada la temática, se tiene que ciertamente la CSJ  a través del pronunciamiento 

en mención unificó su jurisprudencia “en el sentido de que en los procesos de 

servidumbre, en los que se está ejercitando un derecho real por parte de una persona 

jurídica de derecho público, la regla de competencia aplicable es la del numeral 

décimo del artículo 28 del Código General del Proceso”. 

 

Basalmente, la alta colegiatura concluyó que ante la colisión entre los foros de 

competencia listados en los numerales 7º y 10º del artículo 28 del Código General del 

Proceso, prevalece siempre, y en todos los casos, éste último, con sujeción a lo normado 

en el artículo 29 ibídem; y que la entidad pública no puede renunciar al fuero con el cual la 

cobija el numeral 10º del citado precepto, pues se trata de normas de orden público y 

obligatorio acatamiento. 

 

Es decir, realizó el estudio de las tesis encontradas respecto a la prevalencia del 

factor de competencia real y el subjetivo, considerando que las previsiones del numeral 10 

del artículo 28 hacían alusión a éste último, mismo que debía  imponerse al factor real en  

contraste con lo reglado en el artículo 29: “es prevalente la competencia establecida en 

consideración a la calidad de las partes”. 

 

Adicionalmente, por entender que en asuntos de este linaje al ser partícipe una 

entidad Estatal sitúa el caso dentro del factor “subjetivo”, coligiendo que no podría 

prorrogarse la competencia como reza el canon 16 de la misma obra, esto es, que “en el 

artículo 16 del nuevo estatuto procesal civil se estableció la improrrogabilidad de la 

competencia por los factores subjetivo y funcional, razón por la cual, los jueces pueden 

declarar su falta de competencia por esos factores incluso después de haber impartido 

trámite al proceso, con independencia que esta haya sido o no alegada por las partes y de 

que la relación jurídico procesal haya sido trabada, en cuyo caso lo actuado hasta antes de 

la sentencia conservará validez, incluidas las medidas cautelares que hayan sido 

practicadas”. 

 

(…) Es decir, que esa forma de disciplinar la competencia para los factores funcional 

y subjetivo, trae consigo otra cuestión sumamente importante, cuál es la imposibilidad de 

dar aplicación al principio de la perpetuatio jurisdictionis . En efecto, si el legislador optó por 

establecer el carácter de improrrogable a los citados foros de distribución, lo que se traduce 

en que de ellos no se puede disponer ni aun bajo el consentimiento de las partes, y 

                                                           
1 CSJ, sala de casación civil, auto AC140-2020 del veinticuatro (24) de enero de dos mil veinte (2020). Radicación n.° 11001-

02-03-000-2019-00320-00. M.P. ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO. 



determinó que aunque lo actuado por el juzgador sin jurisdicción y competencia conserva 

validez, menos la sentencia, lo que finalmente consagró fue una excepción al principio de 

la perpetuatio jurisdictionis”. 

 

La hermenéutica planteada por la sala mayoritaria del Alto Tribunal ha sido objeto 

de disenso, al punto que los magistrados Octavio Augusto Tejeiro Duque y Luis Armando 

Tolosa Villabona  salvaron voto, último que recientemente sigue discrepando de la decisión 

adoptada al esgrimir que “la Sala no se atrevió a realizar una hermenéutica del derecho 

desde la realidad, ni desde el problema cotidiano de los titulares de derechos de los predios 

objeto del gravamen, y de consiguiente abogó entonces por la aplicación textualista del 

numeral 10 del artículo 28 C.G. del P., a pesar de la autonomía e independencia judicial de 

todos los jueces; al integrar, el suscrito, la Corte Suprema, una de cuyas funciones 

principales es unificar la jurisprudencia, en respeto al principio democrático y a la 

opinión mayoritaria, debo decidir el conflicto planteado siguiendo el criterio de la 

Sala, mientras permanezca robustecida, al interior de ésta, la exégesis 

jurisprudencial de la mayoría” (AC1429-2020)2. 

 

Y siguiendo la misma línea, si bien en el caso bajo estudio habría de darse aplicación 

a lo mandado en el artículo 16 del CGP, teniéndose por prorrogada la competencia del 

homólogo promiscuo municipal de Carmen de Carupa, este Despacho con independencia 

que comparta o no los razonamientos del máximo órgano de cierre civil, asumirá el 

conocimiento en atención a las directrices de unificación impartidas, aunado a que los 

jueces están sometidos al imperio de la ley y deben tener en cuenta en sus providencias 

además la jurisprudencia (Art. 7 CGP). 

 

En consecuencia, se ORDENA: 

 

PRIMERO: AVOCAR CONOCIMIENTO del presente asunto remitido por el Juzgado 

promiscuo municipal de San Antonio del Tequendama – Cundinamarca, con base en los 

razonamientos contenidos en esta providencia. 

 

Por secretaría, una vez ejecutoriado el presente auto, ingrese las diligencias al 

Despacho para proveer,  

 

NOTIFÍQUESE, 

 

JAIRO ANDRÉS GAITÁN PRADA 

Juez 

 

 

CCSS 

 

Firmado Por: 

 

JAIRO   ANDRES GAITAN   PRADA  

JUEZ  

                                                           
2 Auto AC1429-2020 del trece (13) de julio de dos mil veinte (2020). Radicación n.º 11001-02-03-000-2020-00790-00. 
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